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   RECURSO DE REVISIÓN 342/2022-2 
SIGEMI SICOM.
COMISIONADO PONENTE: 

LIC. JOSÉ ALFREDO SOLIS RAMÍREZ
ENTE OBLIGADO:

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE San Luis Potosí.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria de 27 veintisiete de abril de 2022 dos mil veintidós.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia, el 04 cuatro de enero de 2022 dos mil veintidós, la Universidad Autónoma de San Luis potosí, recibió una solicitud de acceso a la información, la cual quedó registrada con número de folio 240477622000009.
SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 18 dieciocho de enero de 2022 dos mil veintidós, el sujeto obligado notificó al ahora recurrente, la respuesta al escrito de solicitud de acceso a la información pública, planteada por el particular. Asimismo, adjuntó a su respuesta el archivo digital denominado “DDU 007 2022.pd”, por medio del cual entregó la digitalización del oficio número DDU-007/2022 emitido por la Titular de la Defensoría de los Derechos Universitarios, del Sujeto obligado, por medio del cual realizó diversas manifestaciones respecto lo solicitado y remitió el listado de los expedientes aperturados durante el periodo comprendido desde el año 2017 dos mil diecisiete, hasta el año 2022.
TERCERO. Interposición del recurso. El 19 diecinueve de enero de 2022 dos mil veintidós, la hoy parte recurrente interpuso el presente medio de impugnación a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, mismo que quedó presentado el mismo día, mes y año, ante oficialía de partes de esta Comisión; mediante el cual señaló como inconformidad lo siguiente:

“NO ME ENTREGARON EL INDICE DE EXPDIENTES ADMINISTRATIVOS/ATENCION/EJERCICIO CON LOS QUE CUENTA ESA INSTANCIA UNIVERSITARIA, SOLO ME ENVIARON EL LISTADO DE EXPEDIENTES/CASOS/AVERIGUACIONES/DENUNCIAS ABIERTOS, LA INFORMACION ESTA INCOMPLETA” (sic).
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 28 veintiocho de enero de 2022 dos mil veintidós, la Presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que razón de turno toco conocer a la Ponencia del Comisionado José Alfredo Solis Ramírez, por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número 342/2022-2 SIGEMI SICOM, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 

QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 11 once de febrero de 2022 dos mil veintidós, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de recisión por actualizarse la hipótesis de la fracción IV del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado a la UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ, A TRAVÉS DE SU RECTOR POR CONDUCTO DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, en lo sucesivo sujeto obligado. 

Asimismo, se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–. 


Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisos para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolvería únicamente con base en las documentales que obraran en autos.


SEXTO. Rendición del informe del sujeto obligado. Con fecha 04 cuatro de abril de 2022 dos mil veintidós, esta Comisión tuvo por recibidos el oficio sin número, emitido el 24 veinticuatro de marzo de 2022 dos mil veintidós, por medio del cual el sujeto obligado desahogó el requerimiento formulado mediante acuerdo emitido el 11 once de febrero de 2022 dos mil veintidós, en el sentido de reiterar su respuesta primigenia. 

Asimismo, se tuvo a la parte recurrente por omiso en hacer manifestaciones respecto a lo que a su derecho conviniera. 

Por lo que, en el contexto del mismo proveído se declaró cerrado el periodo de instrucción, asimismo, se ordenó ampliar el plazo para resolver el presente asunto, por lo que, se ordenó remitir el expediente a fin de proceder a la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.

  C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.

TERCERO. Caso Concreto. A fin de otorgar una mayor ejemplificación de la respuesta otorgada por el sujeto obligado, a la solicitud planteada por el ahora recurrente y de la cual derivó el presente recurso de revisión, este Órgano Garante procede a realizar la relación esquematizada de la solicitud presentada, la respuesta otorgada, así como los agravios planteados; lo cual queda como sigue: 

	NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN
	INFORMACION SOLICITADA
	RESPUESTA OTORGADA
	AGRAVIO

	ÚNICO 
	De la defensoría de derechos universitarios quiero se me rinda información con sustento documental sobre: 1 LISTADO DE EXPEDIENTES /CASOS/AVERIGUACIONES/DENUNCIAS ABIERTOS EN ESA INSTANCIA UNIVERSITARIA […] 

Datos complementarios: Para mayor entendimiento, requiero el listado o numero de control con el que la defensoría de derechos universitarios atiende las quejas, solicitudes o denuncias que los universitarios presentan en esa instancia[…].
	El sujeto obligado, a través del odicio número DDU-007/2022, se advierte que el sujeto obligado entregó el listado de expedientes tramitados ante la Unidad Administrativa denominada Defensoría de Derechos Universitarios.
	SIN AGRAVIO

	
	2 INDICE DE EXPDIENTES ADMINISTRATIVOS/ATENCION/ EJERCICIO CON LOS QUE CUENTA ESA INSTANCIA UNIVERSITARIA […]

Datos complementarios: Para mayor entendimiento, requiero […] los archivos administrativos que posee


	SIN RESPUESTA
	El ahora recurrente de manera medular se inconformó por la entrega de información incompleta


Una vez señalado lo anterior, resulta necesario precisar lo que al efecto analizó el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, respecto al estudio de las constancias que integran el Recurso de Revisión, circunstancia que se encuentra en el Criterio número 01/2020, el cual establece lo siguiente: 

Actos consentidos tácitamente. Improcedencia de su análisis. Si en su recurso de revisión, la persona recurrente no expresó inconformidad alguna con ciertas partes de la respuesta otorgada, se entienden tácitamente consentidas, por ende, no deben formar parte del estudio de fondo de la resolución que emite el Instituto. 
Así entonces, las constancias a analizar en el presente Recurso de Revisión serán analizados únicamente en tanto a los agravios presentados por el ahora recurrente, en tanto que se entiende que toda situación de la cual no señaló inconformidad alguna, se encuentra consentido, derivando así en la improcedencia para su estudio de fondo.
CUARTO. Estudio de fondo. Así las cosas, de lo precisado con antelación, es posible advertir qué en el presente asunto, este Órgano Garante se abocará a analizar si el sujeto obligado, al momento de otorgar su respuesta primigenia, atendió a cabalidad lo estipulado por la Ley de la materia, al momento de remitir al ahora recurrente, a la consulta en la fuente de acceso público denominado Plataforma Estatal de Transparencia.
Así pues, los artículos 3°, fracción XIII y 4° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

[…]
XIII. Documento: oficios, acuerdos, correspondencia, directivas, circulares, minutas, expedientes, reportes, estudios, contratos, actas, convenios, resoluciones, instructivos, memorandos, notas, estadísticas, sondeos, encuestas, expresiones y representaciones materiales que den constancia de un hecho o acto del pasado o del presente, de las entidades y de las personas en el servicio público en el ejercicio de sus funciones; o cualquier otro registro que documente la existencia y actividades de los sujetos obligados, sin excepción de su fuente, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser papeles escritos, o en cualquier medio o formato impreso, sonoro, electrónico, fotográfico, gráfico, visual, holográfico, electrónico o digital; 

[…]
“ARTÍCULO 4°. El derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información. Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; la esta Ley; y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias, sólo podrá ser clasificada excepcionalmente en los términos que fija la ley.”

Conforme a lo anterior, tenemos las definiciones de lo que para la materia se considera documento, el cual es: cualquier manifestación gráfica, sonora, física o electrónica, que dé constancia de las actividades realizadas por los sujetos obligados en el ejercicio de sus facultades, competencias, funciones o jurisdicciones; asimismo, con el segundo se advierte el concepto del derecho acceso a la información, el cual es la prerrogativa por medio de la cual todas las personas se encuentran en capacidad de solicitar investigar difundir publicitar y adquirir la información que se encuentra en posesión y es generada por los sujetos obligados, sin mayor excepción que aquella que se encuentra fijada en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, del mismo modo resulta necesario precisar lo señalado en los artículos 6°, 11, 12, 13, 18, 19 y 20 de la Ley de la materia, los cuales establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 6°. El Estado garantizará el efectivo acceso de toda persona a la información en posesión de cualquier entidad, autoridad, órgano y organismo de los poderes, Ejecutivo; Legislativo; y Judicial; municipios; organismos autónomos; partidos políticos; candidatas y candidatos independientes; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.

[…]

ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática.

ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley; la Ley General; así como demás normas aplicables.

ARTÍCULO 13. En la generación, publicación y entrega de información se deberá garantizar que ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la información de toda persona.

Los sujetos obligados buscarán, en todo momento, que la información generada tenga un lenguaje sencillo para cualquier persona y se procurará, en la medida de lo posible, su accesibilidad y traducción a lenguas indígenas.

[…]

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.”

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

[…] ”


De lo antes transcrito, se colige que el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, será garantizado por el Estado; por lo cual, se establece que toda la información en posesión de los sujetos obligados, deberá ser pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser legítimas, así como necesarias. Derivado de lo anterior, para que la referida información sea accesible, se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca la normativa aplicable; asimismo, en la generación, publicación y entrega de información se deberá garantizar que ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la información de toda persona.

Por otra parte, es posible divertir que los sujetos obligados tienen el deber de documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades por ende se presume que si se encuentra dentro de sus facultades ejercer algún acto o emitirlo, la documentación que se derive de ello se encontrará en condiciones de existencia; por lo cual, ante la negativa de la entrega de la información, por parte del sujeto obligado, este deberá demostrar que la información solicitada se encuentra en alguna de las excepciones establecidas en la Ley de la materia, o en su caso, que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.
Por otra parte, los artículos 54, fracciones II y IV, 143, 146, fracciones III y IV, 151 y 153 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:
“ARTÍCULO 54. Los sujetos obligados designarán al responsable de la Unidad de Transparencia que tendrá las siguientes funciones:

[…]

II. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información;

[…]
IV. Realizar los trámites internos necesarios para la atención de las solicitudes de acceso a la información;

[…]
ARTÍCULO 143. Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deberán garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información, mediante solicitudes de información y deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mismas, de conformidad con las bases establecidas en el presente Título.

[…]

ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes:

[…]

III. La descripción de la información solicitada;

IV. Cualquier otro dato que facilite su búsqueda y eventual localización, y

[…]

ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita. En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos.

[…]
ARTÍCULO 153. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.

De los preceptos transcritos se advierte que, los sujetos obligados, a fin de propender a la concreción de los fines establecidos en la Ley de la materia, deberán designar a un Titular de la Unidad de Transparencia, el cual, entre otras atribuciones, posee la de recibir y dar trámite a las solicitudes planteadas por los particulares, así como realizar las gestiones internas necesarias, a fin de hacerse de la información solicitada; de igual forma, las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deben garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información; para lo cual, no se le podrá exigir a los particulares que soliciten información, mayores requisitos que aquellos señalados en el artículo 146 de la ley de la materia, entre los que se encuentra: 1. La descripción de la información solicitada; así como (de manera opcional, de conformidad con el último párrafo
 del referido numeral), 2. La información adicional que permita la localización de la información solicitada.

Asimismo, se establece que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en el que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar en que se encuentre así lo permita.

Además, se debe garantizar que las solicitudes se turnen a todas las áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones. 

Así, en tanto que se advierte que los sujetos obligados únicamente poseen el deber de otorgar el acceso a la información, respecto de la cual resultan competentes, para poseer, conservar, resguardar o generar, este órgano colegiado considera necesario analizar las facultades contenidas por el sujeto obligado, de las cuales deriva la posibilidad de realizar la entrega de la información solicitada.

Por ello, resulta necesario esclarecer lo que establecen los artículos 74 y 75 del Estatuto Orgánico de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, en relación con los numerales Primero y Segundo, párrafos primero, segundo y sexto, del Acuerdo Administrativo mediante el cual se Establece la Creación de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, así como los diversos numerales Segundo, párrafo primero, inciso b) y Tercero, fracciones I, IV, XII y XIII del Acuerdo por el que se Extingue la Dirección de Fortalecimiento Humano de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí y se Modifica la Integración y Funciones de la Defensoría de los Derechos Universitarios, los cuales se insertan como sigue:
Estatuto Orgánico de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí:

ARTÍCULO 74.- La organización administrativa comprenderá las dependencias que coadyuven con el rector en la elaboración de planes y proyectos de desarrollo institucional; en el proporcionamiento de los servicios escolares; en las labores de extensión, servicio social y difusión de la cultura; en la interrelación de las actividades de estudios de postgrado y de la investigación; en la administración financiera de los recursos y bienes de la Universidad, por cuya dependencia se ejercerá la función de tesorería; en la de contraloría, que vigile la aplicación de procedimientos, presupuestos, manuales o instrumentos de control y evaluación; y las demás que demande el desarrollo de la institución.

ARTÍCULO 75.- El rector organizará las dependencias necesarias y distribuirá sus labores y dispondrá los sistemas y procedimientos administrativos para el buen funcionamiento de la Universidad.

Acuerdo Administrativo mediante el cual se Establece la Creación de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí:
“PRIMERO.- Se crea la Defensoría de los Derechos Universitarios, la cual dependerá de esta Rectoría a mi cargo.

SEGUNDO..- Serán funciones de la Defensoría las siguientes:

[…]
+ Proteger y promover los derechos universitarios y los derechos humanos de los integrantes de la universidad,

[…]

+ Recibir quejas y denuncias contra actos u omisiones violatorias de los

derechos universitarios y los derechos humanos en el ámbito universitario.[…]”

Acuerdo por el que se Extingue la Dirección de Fortalecimiento Humano de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí y se Modifica la Integración y Funciones de la Defensoría de los Derechos Universitarios:
“SEGUNDO.- En consecuencia de la extinción de la Dirección de Fortalecimiento Humano, las atribuciones que legalmente le correspondían en términos del Protocolo de Entrada para prevenir, atender, intervenir, sancionar y erradicar el acoso y el hostigamiento sexual en la UASLP, serán ejercidas por conducto de la Defensoría de los Derechos Universitarios, teniendo en consideración los siguientes lineamientos:

[…]

b) La substanciación de las investigaciones por hechos probablemente constitutivos de violaciones a los derechos universitarios y a los derechos humanos en el ámbito universitario en términos del Protocolo de Entrada para prevenir, atender, intervenir, sancionar y erradicar el acoso y el hostigamiento sexual vigente, serán sustanciadas de manera integral por la Defensoria de los Derechos Universitarios. Por lo tanto, a partir de la entrada en vigor de este acuerdo no se integrarán nuevas comisiones investigadoras en las entidades y dependencias de la universidad.

TERCERO.- Además de las funciones señaladas en el Acuerdo administrativo mediante el cual se establece la creación de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, corresponden a la Defensoría de los Derechos Universitarios los siguientes atribuciones y responsabilidades.

I. Iniciar de oficio la investigación de hechos, actos u omisiones que consideren violatorios de derechos universitarios y los derechos humanos en el ámbito universitario, incluidos los procedimientos investigación de los presuntos casos de acoso y hostigamiento sexuales y violencia de género en términos del Protocolo especial la materia. Se entiende por violaciones a derechos humanos en. ámbito universitario, las cometidas por cualquier integrante de comunidad universitaria en dicha calidad, así como aquellas con motivo del ejercicio de sus actividades y funciones de docencia, investigación difusión de la cultura, extensión y gestión administrativa

II. Sustanciar las quejas y denuncias por hechos, actos u omisiones que se consideren violatorios de derechos universitarios y los derechos humanos en el ámbito universitario, incluidos los relativos al acoso, hostigamiento sexuales y violencia de género en términos del Protocolo especial de la materia.

[…]
IV. Solicitar a las autoridades universitarias y dentro de los expediente iniciados por la Defensoría, la presentación de informes por los hechos presuntamente constitutivos de violaciones de derechos universitarios
y derechos humanos en el ámbito universitario.

[…]
XII. Establecer los lineamientos de operatividad necesarios para el correcto funcionamiento de las áreas destinadas a cumplir cabalmente con las atribuciones, funciones y responsabilidades de la dependencia.[…]”
De lo anterior se advierte que la Organización administrativa del sujeto obligado comprende aquellas dependencias que coadyuven con el rector en la elaboración de planes y proyectos de desarrollo institucional; así como, a brindar los servicios escolares en las diversas labores universitarias; por lo cual, el Rector podrá organizar las dependencias necesarias y distribuirá sus labores.
Derivado de lo anterior, el sujeto obligado creó la Defensoría de los Derechos Universitarios, como Unidad Administrativa directamente dependiente de su Rector; misma que, cuenta con diversas atribuciones relacionadas con la protección y promoción de los derechos universitarios así como humanos, de los integrantes de la referida Universidad; por lo cual, entre otras circunstancias se encuentra encargada de la recepción, tramitación y substanciación de los hechos que pudieran ser constitutivos de violaciones a los derechos universitarios y los derechos humanos; encontrándose apta para la tramitación a petición de parte, o en su caso, de manera oficiosa; para lo cual deberá establecer los lineamientos necesarios para el correcto funcionamiento de dicha Unidad administrativa.
Ahora bien, en el presente asunto es de observarse que el la ahora parte recurrente, al momento de presentar la solicitud de acceso a la información pública, en las partes relativas requirió para su entrega el “INDICE DE EXPDIENTES ADMINISTRATIVOS/ATENCION/ EJERCICIO CON LOS QUE CUENTA ESA INSTANCIA UNIVERSITARIA […]” respecto del cual señaló como datos complementarios: “Para mayor entendimiento, requiero […] los archivos administrativos que posee” por lo cual, a fin de determinar la suficiencia de la respuesta otorgada por el sujeto obligado, sí como de la gestión interna realizada, este órgano garante considera preciso analizar la respuesta primigenia, así como los oficios de gestión interna exhibidos por el sujeto obligado, a través de su oficio remitido en vía de informe, los cuales se insertan como sigue:

1. Parte relativa del oficio DDU-007/2022, exhibido por el sujeto obligado, como documento adjunto a la respuesta primigenia:
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2. Listado de asutos tramitados ante la Defensoría de Derechos Universitarios (página 01 de 10, visibles de foja 04 al reverso de la foja 08 de autos):
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3. Oficio número 06/21, emitido por el Director de la Unidad de Transparencia de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, por el cual realizó las gestiones que consideró convenientes para la atención de la solicitud formulada por la ahora parte recurrente:
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Así pues, de la respuesta primigenia otorgada por el sujeto obligado, es posible advertir que el sujeto obligado fue omiso en atender lo correspondiente a los artículos 54, fracción IV, en relación con el 153 de la Ley de la materia, en tanto que el sujeto obligado, si bien notificó la existencia de una solicitud de acceso a la información pública, a la Unidad Administrativa competente para la atención de la misma, de dicha circunstancia no se advierte que el mismo remitiera para conocimiento de dicha unidad, los datos complementarios para la localización de la información solicitada.

Circunstancia que, al no atenderse la parte relativa a los datos complementarios para la localización de la información solicitada (de conformidad con la fracción IV, del artículo 146 de la ley de la materia), derivó en la entrega de información incompleta por parte del sujeto obligado, pues, como se precisó a supra líneas, el solicitante manifestó “”Para mayor entendimiento, requiero […] los archivos administrativos que posee”, sin que, de la respuesta otorgada por el sujeto obligado se advierta la entrega fehaciente de dicha circunstancia; por lo cual es preciso señalar que la Ley General de Archivo, establece a través de sus artículos 1° primer párrafo, 4°, fracción III, 10, primer párrafo y 11, fracción I, lo siguiente:
“Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en todo el territorio nacional, y tiene por objeto establecer los principios y bases generales para la organización y conservación, administración y preservación homogénea de los archivos en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad de la federación, las entidades federativas y los municipios.

[…]

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

[…]

III. Archivo: Al conjunto organizado de documentos producidos o recibidos por los sujetos obligados en el ejercicio de sus atribuciones y funciones, con independencia del soporte, espacio o lugar que se resguarden;

[…]

Artículo 10. Cada sujeto obligado es responsable de organizar y conservar sus archivos; de la operación de su sistema institucional; del cumplimiento de lo dispuesto por esta Ley; las correspondientes de las entidades federativas y las determinaciones que emita el Consejo Nacional o el Consejo Local, según corresponda; y deberán garantizar que no se sustraigan, dañen o eliminen documentos de archivo y la información a su cargo.

[…]

Artículo 11. Los sujetos obligados deberán:

I. Administrar, organizar, y conservar de manera homogénea los documentos de archivo que produzcan, reciban, obtengan, adquieran, transformen o posean, de acuerdo con sus facultades, competencias, atribuciones o funciones, los estándares y principios en materia archivística, los términos de esta Ley y demás disposiciones jurídicas que les sean aplicables;

[…]”
Así, la Ley General de Archivos es de orden público y observancia general en la totalidad del territorio nacional; y, tiene como objetivo el establecer las bases para la organización, administración y conservación de los archivos que posean las personas físicas o morales que reciban, administren, ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, en cualquiera de los niveles de gobierno.
Por lo anterior, define como “Archivo” al “conjunto organizado de documentos producidos o recibidos por los sujetos obligados en el ejercicio de sus atribuciones y funciones” con independencia del formato en que se encuentren; por lo cual, cada sujeto obligado por la referida Ley, es responsable de organizar y conservar sus archivos, de forma tal que administren, organicen y conserven los documentos que produzcan, reciban, obtengan, adquieran transformen o posean, derivado del ejercicio de sus facultades, competencias, atribuciones o funciones. 

Es por ello que, de las documentales analizadas con antelación de advierte que la respuesta otorgada por el sujeto obligado se encuentra alejada de los principios del acto administrativo contenidos en las fracciones, I, II y III del artículo 165 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de San Luis Potosí vigente en el cual se precisan entre otros, los requisitos del acto administrativo, a saber:

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: 

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 

Del precepto legal transcrito, se desprende que para que un acto sea considerado válido debe cumplir con las formalidades de su procedimiento, además de estar adecuadamente fundado y motivado, es decir, citar con precisión el o los preceptos legales aplicables al caso, además de expresar los motivos por los cuales el proceder del Sujeto Obligado encuadra lógica y jurídicamente dentro de la norma (Jurisprudencia con número de registro digital 203143
, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, en la Novena época); circunstancia que no ocurrió al momento de entregar la respuesta conforme a lo solicitado, en tanto que, el sujeto obligado fue, por una parte, omiso en realizar la entrega de la información correspondiente al acuerdo de clasificación como información reservada, respecto de las partes de la solicitud identificadas como “Primero” “Segundo” y “tercero de la esquematización elaborada por esta Garante, en el Considerando Cuarto de la Presente resolución”, así como la elaboración de la Versión Pública de la documentación solicitada (lo anterior, en caso de ser procedente).

Asimismo, establece como elementos esenciales del acto administrativo, los principios de congruencia y exhaustividad, entendiendo por lo primero que las consideraciones vertidas en la respuesta sean armónicas entre sí, no se contradigan, y guarden concordancia entre lo solicitado y la respuesta; y por lo segundo, que se pronuncie expresamente sobre cada punto.

Cabe señalar que los sujetos obligados deben cumplir los principios de congruencia y exhaustividad, es decir, otorgar una respuesta lógica y acorde a lo especialmente peticionado, y atendiendo de manera puntual, expresa y categórica cada uno de los contenidos de información requeridos, con la finalidad de satisfacer la solicitud correspondiente. Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio 02/17 emitido por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que a la letra señala lo siguiente:

“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.”

Se dice lo anterior, toda vez que el sujeto obligado, al momento de emitir la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, no realizó la entrega de la totalidad de elementos que pudieran acreditar la adecuada gestión de la solicitud de acceso a la información en el área administrativa competente, en tanto que, al momento de hacerle de conocimiento la existencia de una solicitud de acceso a la información pública, no le remitió los datos complementarios que permitieran a la Unidad Administrativa competente, pronunciarse de manera precisa respecto a la totalidad de lo solicitado; circunstancia por la cual esta Comisión concluye que resulta fundado el agravio hecho valer por el recurrente en el recurso de revisión que hoy nos ocupa.
Así entonces, lo procedente es declarar que los agravios hechos valer por el ahora recurrente resultan fundados; y, por ende, modificar la respuesta otorgada por el sujeto obligado a la solicitud de acceso a la información presentada por el hoy recurrente.

6.2. Sentido de esta resolución.

En las condiciones anotadas, lo procedente es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica el acto impugnado, y conmina al sujeto obligado para efectos de que:

· Elabore y notifique al ahora recurrente, una nueva respuesta a la solicitud con número de folio 240477622000009, por medio de la cual se pronuncie de manera específica respecto de la información solicitada por la ahora recurrente, correspondiente al Archivo que posee la Unidad Administrativa denominada “Defensoría de los Derechos Universitarios”, para lo cual, en caso de encontrarse imposibilitado para la entrega de la información solicitada, o en su caso, para la remisión de la misma, deberá atenerse a lo establecido en los numerales 20, 149 y 155 de la Ley de la materia; asimismo, en caso de encontrarse en el supuesto de que lo solicitado, actualice alguna de las causales de excepción contempladas en el Titulo Quinto de la Ley de la materia, deberá llevar a cabo el procedimiento conducente, para la clasificación de la información, así como para, en su caso, la elaboración de las versiones públicas correspondientes. 
6.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 175 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada.
· Asimismo, deberá asegurarse, que la información entregada al recurrente, no contenga datos personales susceptibles de ser clasificados como confidenciales de conformidad con lo estipulado en el capítulo III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información pública del Estado de San Luis Potosí; y, en caso de contenerlos, deberá emitir el acuerdo aprobado por su Comité de Transparencia de conformidad con el artículo 159 de la Ley de la materia, a efecto de elaborar las versiones públicas a que se refiere el artículo 125 de la multicitada Ley, haciendo observancia a lo establecido en el capítulo IX de los Lineamientos Generales para la Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas.

6.4. Plazo de diez días hábiles para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al sujeto obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

6.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días hábiles.

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.
 6.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

UNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica la respuesta del ente obligado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.
Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por la y los Comisionados Mariajosé González Zarzosa, David Enrique Menchaca Zúñiga, Presidente, José Alfredo Solis Ramírez, siendo ponente el último de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.    

	        COMISIONADA 

MARIAJOSÉ GONZALEZ ZARZOSA 


	COMISIONADO PRESIDENTE
          DAVID ENRIQUE 
               MENCHACA ZÚÑIGA


	COMISIONADO PONENTE
JOSÉ ALFREDO SOLIS RAMÍREZ
anr 
	
	SECRETARIA DE PLENO

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


Esta foja corresponde a la resolución del recurso de revisión 342/2022-2, Emitida por el Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública en la Sesión Ordinaria celebrada el día 27 veintisiete de abril de 2022 dos mil veintidós, con el número de acuerdo CEGAIP-545/2022.S.E., en la ciudad de San Luis Potosí, San Luis Potosí.
� La información de las fracciones I y IV será proporcionada por el solicitante de manera opcional y, en ningún caso, podrá ser un requisito indispensable para la procedencia de la solicitud.


� “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.





